Demandante: JAIRO ENRIQUE RAMÍREZ 
Demandado: Departamento de Risaralda-Secretaria de Salud de Risaralda. 

Rad. # 6600122 180002018 000007-00

Asunto: Conflicto de competencia 
Decisión: Se le asigna el conocimiento de la actuación al Juzgado 4o Civil Municipal de Pereira.


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

Auto – 2ª instancia – 10 de mayo de 2018 – SALA MIXTA
Proceso:

Civil – Ejecutivo

Demandante:

JAIRO ENRIQUE RAMÍREZ TANGARIFE
Demandado:

Departamento de Risaralda- Secretaría de Salud de Risaralda
Radicación Nro. :
  
6600122 180002018 000007-00
Asunto:

Se dirime un conflicto de competencias suscitado entre los Juzgados 4o Civil Municipal de Pereira y 2º Laboral del Circuito de la misma ciudad.

Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
TEMA:


SALA MIXTA / SE DIRIME UN CONFLICTO DE COMPETENCIAS SUSCITADO ENTRE LOS JUZGADOS 4O CIVIL MUNICIPAL DE PEREIRA Y 2º LABORAL DEL CIRCUITO DE LA MISMA CIUDAD / EJECUTIVO / FACTURAS / MERCANTIL / ASIGNA COMPETENCIA A JUEZ CIVIL - Estando esclarecido los límites que determinan la competencia de la jurisdicción Laboral y Civil respecto de asuntos relacionados con la prestación de los servicios de la seguridad social, al aplicar tal concepción al caso en estudio, observa la Sala que si bien es cierto que la génesis del litigio está relacionado con la mora, en la que al parecer ha incurrido la Secretaría Departamental de Salud, por el no pago de unas facturas cambiarias de compraventa libradas como consecuencia de la prestación de los servicios de transporte en favor de unas personas que aquejaban problemas de salud; pero también es cierto que dicha controversia está relacionada con el cobro de unos títulos valores, los cuales tuvieron como fuente un contrato de transporte. 

Tal situación le hace a la Colegiatura concluir que en el caso subexamine se está en presencia de un asunto de corte mercantil propio del derecho privado que no tiene origen en una relación laboral, cuyo conocimiento, acorde con todo lo dicho en los párrafos precedentes, debe ser avocado por la jurisdicción civil y no por la laboral.  

En este orden de ideas, la Colegiatura es de la opinión que la competencia para tramitar y decidir sobre la demanda ejecutiva impetrada por JAIRO ENRIQUE RAMÍREZ TANGARIFE, en su condición de propietario de la empresa “J.R. Operador Logístico”, en contra del Departamento de Risaralda-Secretaría de Salud de Risaralda, le corresponde al Juzgado 4º Civil Municipal de esta localidad.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA 9ª MIXTA DE DECISIÓN

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Pereira, diez (10) de mayo de dos mil dieciocho (2018)

Aprobado por acta #  154  
Demandante: JAIRO ENRIQUE RAMÍREZ TANGARIFE

Demandado: Departamento de Risaralda- Secretaría de Salud de Risaralda. 

Rad. # 6600122 180002018 000007-00

Asunto: Se dirime un conflicto de competencias suscitado entre los Juzgados 4o Civil Municipal de Pereira y 2º Laboral del Circuito de la misma ciudad.

Decisión: Se le asigna el conocimiento de la actuación al Juzgado 4o Civil Municipal de Pereira. 

ASUNTO A DECIDIR:
Procede la Sala a resolver el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados 4o Civil Municipal de Pereira y 2º Laboral del Circuito de la misma ciudad, dentro del proceso ejecutivo instaurado por el ciudadano JAIRO ENRIQUE RAMÍREZ TANGARIFE en contra del Departamento de Risaralda-Secretaría de Salud de Risaralda.

ANTECEDENTES:
1) Se extracta del encuadernado que el ciudadano JAIRO ENRIQUE RAMÍREZ TANGARIFE, en su condición de propietario de la empresa “J.R. Operador Logístico” prestó servicios a la Entidad Promotora de Salud (EPS) Cafesalud como transportador de pacientes puerta a puerta en los eventos en que la entidad fuera obligada a dicha prestación por sentencias de tutela.
Como consecuencia de la prestación de dichos servicios de transporte se libraron unas facturas cambiarias de compraventa las cuales no fueron canceladas en su debida oportunidad por la Secretaría de Salud de Risaralda, Entidad que le estaría adeudando al demandante la suma de $20.670.000,oo por concepto de capital más los correspondientes intereses legales. 
2) En las calendas del 9 de noviembre del 2.017 el ciudadano JAIRO ENRIQUE RAMÍREZ TANGARIFE, por intermedio de apoderado judicial, impetró ante los Juzgados Administrativos de esta localidad una demanda ejecutiva en contra del Departamento de Risaralda- Secretaría de Salud de Risaralda. 

3) El conocimiento del libelo le correspondió al Juzgado 5º Administrativo de esta localidad, cuyo titular mediante auto del   1º de diciembre de 2017 declaró su incompetencia, por falta de jurisdicción, para conocer de ese proceso y ordenó su remisión a los Jueces Civiles Municipales de esta ciudad, a los cuales consideró competentes. De igual forma, el Juzgado de marras, en caso que no se compartiera su posición, propuso el correspondiente conflicto negativo de competencias.
4) Por reparto, el proceso le fue asignado al Juzgado 4º Civil Municipal de esta localidad, Despacho que en providencia del 23 de enero hogaño decidió rechazar por falta de competencia el conocimiento del libelo ejecutivo, y en consecuencia procedió a remitirlo hacia los Juzgados Laborales del Circuito, a quienes, de conformidad con el artículo 8º de la ley 712 de 2001, consideró que eran los competentes porque en el litigio se encontraban implicadas unas entidades que conforman el sistema general de seguridad social (SGSS). 
5) Sometido nuevamente el libelo al reparto, el conocimiento del mismo le fue asignado al Juzgado 2º Laboral del Circuito de esta localidad, el cual mediante auto del 14 de marzo de este año adujó carecer de competencia para conocer del proceso ejecutivo de marras, debido a que no se podía considerar que las entidades implicadas en la litis pertenecieran al sistema de seguridad social, ya que se trataba de un particular que pretendía cobrar unas acreencias surgidas por el no pago de unas obligaciones mercantiles, plasmadas en unas facturas cambiarias de compraventa, lo que incidiría para que la competencia para conocer de dicho asunto radicara en la jurisdicción civil. 
6) Al declararse incompetente el Juzgado 2º Laboral del Circuito Pereira para conocer del proceso ejecutivo, se remitió el expediente al Tribunal Superior del Distrito Judicial de esta ciudad para que desatará el conflicto negativo de competencias propuesto por los Juzgados discrepantes. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

- Competencia:

Acorde con lo establecido en el artículo 18 de la Ley 270 de 1.996
, esta Sala Especial es la competente para asumir el conocimiento del presente asunto por tratarse de un conflicto de competencia surgido entre dos Juzgados que hacen parte de la Jurisdicción Ordinaria pero que son de distintas especialidades.
- Problema Jurídico:
Con base en los argumentos expuestos por los Juzgados en conflicto, considera la Sala que de los mismos se desprende el siguiente problema jurídico:

¿A quién le corresponde la competencia para asumir el conocimiento del proceso ejecutivo adelantado por JAIRO ENRIQUE RAMÍREZ TANGARIFE en contra del Departamento de Risaralda-Secretaría de Salud de Risaralda: Al Juzgado Cuarto Civil Municipal o al Juzgado Segundo Laboral del Circuito, ambos de esta localidad?

- Solución:

Para poder solucionar el antes enunciado problema jurídico, esta Sala debe resaltar en primer lugar que la controversia presentada entre el Juzgado 4º Civil Municipal o el Juzgado 2º Laboral del Circuito respecto a la competencia para conocer del presente asunto, en la cual el primero de los Juzgados en disputa manifiesta que la competencia radica en la especialidad Laboral por ser un asunto relacionado con unas facturas de compraventa libradas con ocasión de la prestación de servicios causados entre dos sujetos que hacen parte del Sistema General de Seguridad Social; mientras que el segundo Juzgado aduce que es un asunto que debe dirimirse por el régimen privado en la especialidad civil, por tratarse de unas facturas cambiarias de compraventa libradas como consecuencia de una relación surgida entre un particular y una EPS, lo que se convierte en un asunto netamente comercial y en consecuencia no se puede considerar que se esté en una hipótesis relacionada con SGSS. 
Luego de precisar el escenario de la controversia surgida entre los Juzgados en disputa, a fin de determinar a cuál de ellos le asiste la razón, es menester tener en cuenta que la competencia que se le ha asignado a la jurisdicción laboral para conocer de “todos” aquellos asuntos en donde los intervinientes hagan parte del SGSS, acorde con lo regulado en el artículo 2º del Código Procesal Laboral, de conformidad con las reformas que al mismo le introdujo la Ley 712 del 2.001 en su artículo 2º, tuvo su razón de ser en la concepción en que para ese entonces se tenía sobre los servicios prestados por la seguridad social
, o sea los de Salud, Pensión y Riesgos Profesionales, los que se consideraban que eran inherentes de una relación de tipo laboral, lo que dio pie para pregonar que la Jurisdicción del Derecho Laboral era la idónea para dirimir de manera integral las controversias que surgieran como consecuencia de todos los asuntos que hacían parte de la Seguridad Social.

Pero posteriormente a partir de la entrada en vigencia del artículo 622 del Código General del Proceso, vemos que dicha norma fue modificada, al asignarle la competencia sobre ciertos asuntos relacionados con la seguridad social a la Jurisdicción Especializada Civil, bajo los siguientes términos: 

“Las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, salvo los de responsabilidad médica y los relacionados con contratos".  

Del contenido de las normas antes enunciadas, se desprende que se ha presentado una especie de punto de quiebre en lo que tiene que ver con la competencia que le correspondería en esta clase de asuntos a los Juzgados Laborales puesto que se pasó de una normatividad que le asignaba una total competencia, a una en la cual se consagraron unas excepciones que estaban por fuera de la esfera de la Jurisdicción Laboral para quedar incorporadas dentro del campo del Derecho Civil. 

Ahora, en lo que tiene que ver con las razones tenidas en cuenta por el Legislador para hacer dicho cambio de competencia, considera la Sala que las mismas se infieren del contenido del artículo 1º del susodicho Código General del Proceso, el cual es del siguiente tenor:
“Artículo 1.  Objeto.  Este  código  regula  la  actividad  procesal  en  los  asuntos  civiles, comerciales,  de  familia  y  agrarios. Se  aplica,  además,  a  todos  los  asuntos  de  cualquier jurisdicción o especialidad y a  las actuaciones de particulares y autoridades administrativas, cuando ejerzan funciones  jurisdiccionales,  en  cuanto  no  estén  regulados  expresamente  en otras leyes…”
. 

Lo antes expuesto nos estaría indicando que en lo que tiene que ver con las controversias generadas como consecuencia de los tres pilares fundamentales que hacen parte de la Seguridad Social, en la actualidad existirían dos Especialidades de la Jurisdicción Ordinaria encargadas de dirimir dichos conflictos: la laboral se haría cargo de todo lo que tiene que ver con el tema de las pensiones y los riesgos profesionales (invalidez, incapacidades, licencias de maternidad), los cuales están inherentemente liados a una relación de tipo laboral; mientras que la Civil se encargara de los temas de salud, cuando su génesis sea un contrato que tenga por objeto la prestación de tales servicios o los efectos mercantiles que generarían el incumplimiento de las obligaciones pactadas en el mismo. 

Por ello es que el artículo 622 C.G.P. le asignó la competencia a la Jurisdicción Laboral para asumir el conocimiento de las controversias surgidas como consecuencia de la “prestación de los servicios de la seguridad social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras….” las cuales necesariamente tendrían que estar relacionadas con prestaciones sociales derivadas del Sistema General de Seguridad Social, tal y como sucede con las controversias relacionadas con el reconocimiento y pago de incapacidades, licencias de maternidad y los demás debates que se susciten en los campos de pensión y riesgos profesionales; mientras que la Jurisdicción Especializada Civil asumiría la competencia para conocer de las hipótesis relacionadas con las excepciones, consignadas en dicha norma, es decir: las controversias de responsabilidad médica y las relacionadas con contratos.
Estando esclarecido los límites que determinan la competencia de la jurisdicción Laboral y Civil respecto de asuntos relacionados con la prestación de los servicios de la seguridad social, al aplicar tal concepción al caso en estudio, observa la Sala que si bien es cierto que la génesis del litigio está relacionado con la mora, en la que al parecer ha incurrido la Secretaría Departamental de Salud, por el no pago de unas facturas cambiarias de compraventa libradas como consecuencia de la prestación de los servicios de transporte en favor de unas personas que aquejaban problemas de salud; pero también es cierto que dicha controversia está relacionada con el cobro de unos títulos valores, los cuales tuvieron como fuente un contrato de transporte. 

Tal situación le hace a la Colegiatura concluir que en el caso subexamine se está en presencia de un asunto de corte mercantil propio del derecho privado que no tiene origen en una relación laboral, cuyo conocimiento, acorde con todo lo dicho en los párrafos precedentes, debe ser avocado por la jurisdicción civil y no por la laboral.  
En este orden de ideas, la Colegiatura es de la opinión que la competencia para tramitar y decidir sobre la demanda ejecutiva impetrada por JAIRO ENRIQUE RAMÍREZ TANGARIFE, en su condición de propietario de la empresa “J.R. Operador Logístico”, en contra del Departamento de Risaralda-Secretaría de Salud de Risaralda, le corresponde al Juzgado 4º Civil Municipal de esta localidad. 

En mérito de lo expuesto, la Sala 9ª Mixta de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR que el Juzgado 4º Civil Municipal de esta localidad es el competente para asumir el conocimiento de la demanda ejecutiva impetrada por JAIRO ENRIQUE RAMÍREZ TANGARIFE, en su condición de propietario de la empresa “J.R. Operador Logístico”, en contra del Departamento de Risaralda-Secretaría de Salud de Risaralda. 

SEGUNDO: Devolver el expediente en forma inmediata al Despacho Judicial mencionado y comunicar al Juzgado 2º Laboral del Circuito la decisión adoptada en esta providencia.

CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado

EDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Magistrado
� Ley Estatutaria de la Administración de Justicia.


� Lo cual se desprende del contenido del preámbulo de la Ley 100 de 1.993, así como de los artículos 6º y 7º ibídem.


� Negrillas fuera del texto.
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